Boletín N° 2576�07 (S).


Informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia sobre el proyecto de ley de amnistía a favor de las personas que han infringido las disposiciones sobre reclutamiento de las Fuerzas Armadas.


_______________________________________________


HONORABLE CAMARA:


	Vuestra Comisión de Constitución, Legislación y Justicia pasa a informaros, en segundo trámite constitucional y primero reglamentario, sobre el proyecto de ley individualizado en el epígrafe, iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Sergio Fernández, Rafael Moreno, Ricardo Núñez, Jorge Pizarro y Adolfo Zaldívar.


Ha de hacerse constar que este proyecto de ley debe ser aprobado con quórum calificado, esto es, por la mayoría absoluta de los Diputados en ejercicio, por mandato del artículo 60, N° 16), de la Carta Fundamental.


I. Antecedentes.


El artículo 22 de la Carta Fundamental establece que el servicio militar y las demás cargas personales que imponga la ley son obligatorios en los términos y forma que ésta determine.


El decreto ley N° 2.306, de 1978, sobre Reclutamiento y Movilización de las Fuerzas Armadas, consagra el deber militar, que afecta a todas las personas, sin distinción de sexo, desde los dieciocho a los cuarenta y cinco años de edad.


Con arreglo a su artículo 13, el deber militar en las instituciones armadas puede cumplirse en alguna de las siguientes formas: el servicio militar obligatorio; la participación en la reserva, o la participación en la movilización.


El servicio militar obligatorio, por su parte, puede cumplirse mediante la conscripción ordinaria, los cursos especiales (para personas de determinado nivel educacional) o la prestación de servicios (para personas que tengan profesiones, ocupaciones, oficios o conocimientos que interesen a las Fuerzas Armadas).


Para dar cumplimiento a sus deberes militares, las personas están sujetas a una serie de obligaciones, entre las cuales cabe mencionar, por su incidencia en el proyecto, las siguientes:


— La que pesa sobre los chilenos varones de inscribirse en los Cantones de Reclutamiento correspondientes a su domicilio o residencia, en el año que cumplan dieciocho años. Respecto de las mujeres, ella es voluntaria (artículo 19).


— La de comunicar el cambio de domicilio al Cantón en donde la persona estuviera inscrita, dentro del plazo de 30 días. (artículo 24).


— La de reinscribirse en otro Cantón, si el nuevo domicilio correspondiere a la jurisdicción de otro, en el mismo plazo indicado (artículo 24).


— La de reinscribirse, si el Presidente de la República lo ordenare (artículo 25).


— La de concurrir a las citaciones que para preparar el contingente que va a ser convocado, les hicieren las autoridades de reclutamiento (artículo 29).


— La de concurrir a las citaciones que les hicieren las autoridades de reclutamiento con el objeto de que, previa su clasificación y selección, se designe el contingente que va a ser acuartelado (artículo 37).


— La de efectuar periódicamente una declaración militar actualizando los datos relativos a su individualización y a su actividad laboral, que pesa sobre los reservistas (artículo  46).


— La de pertenecer, en tiempo de paz, a un Centro de Reservistas (artículo 47).


— La de comunicar el Centro de Reservistas los cambios de domicilio dentro de los treinta días de producido (artículo  47).


1 — La de concurrir al Centro de Reservistas o a los puntos de reunión que se les asignen, para efectuar sesiones o períodos de instrucción, por lapsos no superiores a treinta días al año (artículo 47).


— La de concurrir a los llamados al servicio activo por parte del personal de reserva (artículos 49 y siguientes).


El incumplimiento de estas obligaciones trae aparejado diversas sanciones, entre las cuales cabe mencionar las establecidas en contra de los que:


— No se inscribieren en el plazo legal, los que son penados con presidio menor en su grado mínimo (61 a 540 días) o haciendo el servicio militar obligatorio por el doble del tiempo establecido en la convocatoria (artículo70).


— No se reinscribieren cuando el Presidente así lo disponga o no hicieren la declaración militar del artículo 46 o faltaren a la verdad al hacerlo, los que son penados con prisión en cualquiera de sus grados (hasta 60 días) o multa de uno a diez sueldos vitales (artículo 71).


— No cumplieren con las presentaciones que obliga esta ley o no concurran a las citaciones que se les hagan, los que son penados con prisión en su grado mínimo (hasta 20 días) o multa no inferior a un sueldo vital ni superior a diez (artículo 72).


— No se presentaren a reconocer cuartel, los que son considerados remisos y sufren las sanciones indicadas en el artículo 70 (artículo 73).


— No se presentaren ante la Defensa Civil, cuando sean destinadas a ella por estar en la categoría de disponibles y no haber sido acuartelados, los que son penados con multa de uno a cuatro sueldos vitales (artículo 73). 


— No asistieren a los períodos de instrucción o a los llamados para ejercicios de movilización, o lo hicieren con retraso, los que son penados con el cumplimiento de dichas obligaciones, o con prisión en cualquiera de sus grados o con acciones disciplinarias, según los casos (artículo 74).


— No concurrieren al llamado cuando fueren movilizados, los que son penados con presidio militar en su grado mínimo (61 a 540 días) o a prestar dichos servicios, si fueren necesarios (artículo 75).


— No comunicaren su cambio de domicilio o no se reinscribieren, según el caso, dentro de plazo, o no pertenecieren a un Centro de Reservistas, los que son penados con multas variables según la categoría militar del infractor (artículo 79). �


--------


Como puede observarse, existen múltiples y diversas obligaciones que deben cumplirse en relación con el servicio militar, so pena de incurrir en las responsabilidades y sanciones que establece la ley.


Para obviar estas situaciones, periódicamente se dictan amnistías, pudiendo citarse, por vía ejemplar, las contenidas en las leyes Nos. 18.068, de 23 de noviembre de 1981; 18.479, de 17 de diciembre de 1985; 18.742, de 11 de octubre de 1988, y 19.292, de 11 de febrero de 1994.


--------


El artículo 60 de la Constitución menciona en su numeral 16, entre las materias de ley, las que conceden indultos generales y amnistías..., aclarando que las leyes que los concedan requerirán siempre de quórum calificado, salvo respecto de los delitos terroristas, en que el quórum se eleva a las dos terceras partes de los Diputados y Senadores en ejercicio.


En estrecha relación con el precepto constitucional, el artículo 93 del Código Penal establece en su ordinal 3° que la responsabilidad penal se extingue por la amnistía, la cual extingue por completo la pena y todos sus efectos.


La amnistía es un modo de extinguir la responsabilidad y la acción penal que nace de un delito, que tiene la virtud de suprimir tanto el delito como la sanción. Se otorga en consideración al delito, no a los individuos favorecidos, es de carácter general, debe ser declarada de oficio y sólo puede otorgarse en virtud de una ley que debe tener su origen en el Senado y ser aprobada con los quórum constitucionales antes indicados.


Una vez concedida, en cualquier momento a partir de la comisión del delito, se sobreseen definitivamente los procesos pendientes, conforme con lo dispuesto en el número 5° del artículo 408 del Código de Procedimiento Penal,  y letra d) del artículo 250 del nuevo Código Procesal Penal, esto es, por haberse extinguido la responsabilidad penal del imputado por alguno de los motivos establecidos en la ley, entre ellos, la amnistía. �


-------


	En el oficio N° 6855/3988, de 23 de octubre de 2000, del señor Ministro de Defensa Nacional, se expresa que, en general, el proyecto en informe se encuentra formalmente bien concebido, da cuenta del propósito perseguido por el legislador y se ajusta a las normas constitucionales que rigen la materia.


	Sin perjuicio de lo anterior, se repara en algunas deficiencias formales que se subsanan en el texto sustitutivo que se propone en el mismo oficio, que la Comisión del Senado acogió.


II. Fundamentos de la moción.


	La moción, según se expresa en sus fundamentos, responde a una proposición de los Diputados Lily Pérez, Víctor Barrueto, Sergio Elgueta, Francisco Encina, Patricio Hales, Francisco Huenchumilla, Enrique Krauss, Roberto León, Arturo Longton, Luis Pareto, Edgardo Riveros, Exequiel Silva, Sergio Velasco y Patricio Walker, en orden a la dictación de una ley de amnistía a favor de las personas que han infringido las disposiciones de la ley sobre reclutamiento y movilización de las Fuerzas Armadas.


	Desde la última ley de amnistía el año 1994 — según estimaciones de las organizaciones juveniles que han promovido la dictación de la medida — un promedio de ocho mil jóvenes han incurrido, anualmente, en infracciones a la referida ley.


	La mayoría de ellas no son denunciadas, pero quedan registradas en los prontuarios de los infractores y afectan sus antecedentes, impidiéndoles la obtención de trabajo e, incluso, la de títulos profesionales.


Señalan que la medida que se sugiere resulta más que procedente a la luz del análisis profundo a que ha sido sometido el sistema de servicio militar en el último tiempo, y todo indica que será sometido a una revisión al cumplirse un centenario de su establecimiento. 


Estiman que, por lo tanto, resulta coherente que el Estado condone las infracciones producidas en relación con una normativa que se sustituirá y, adicionalmente, recoja el espíritu del Jubileo convocado por la Iglesia Católica, el cual es compartido por creyentes y no creyentes.


Advierten que han preferido no extender el alcance de la amnistía hasta la fecha en que se convierta en ley este proyecto, porque sería demasiado amplia y podría constituir una mala señal hacia los jóvenes que deben dar cumplimiento a las normas sobre conscripción y reclutamiento. 


De allí que consideren prudente establecer como fecha límite de las infracciones que se amnistían la del 31 de julio de 2.000.


III. Idea matriz o fundamental y contenido del proyecto.


La idea matriz o fundamental del proyecto es otorgar amnistía a los infractores de la Ley sobre Reclutamiento y Movilización de las Fuerzas Armadas, por haber incumplido las obligaciones precedentemente indicadas, contempladas en los artículos 70 a 75 y 79 del decreto ley N° 2.306, de 1978.


Con el fin de materializarla, se propone un proyecto de ley que consta de un artículo único, dividido en dos incisos.


El primer inciso, precisamente, contiene el mandato que permitirá erigir en ley la amnistía en favor de las personas que, al 31 de julio de 2.000, hayan cometido infracción a los artículos 70 a 75 y 79 del decreto ley N° 2.306, de 1978.


Para efectos administrativos y para que pueda producir sus plenos efectos, se dispone que ella debe hacerse valer en el cantón de reclutamiento correspondiente al domicilio del infractor, que son precisamente los organismos de la Dirección General de Movilización encargados de la aplicación de las normas sobre reclutamiento.


El segundo inciso contiene las modalidades y efectos particulares de la amnistía.


Los infractores del referido decreto ley que se encuentren acuartelados cumpliendo sentencias condenatorias y que hubieren cumplido el tiempo de convocatoria sin el recargo legal, deberán ser licenciados una vez concedida la amnistía. 


Los que no hubieren completado su tiempo de convocatoria, podrán continuar en servicio hasta completar dicho tiempo o ser licenciados, de acuerdo a las necesidades de personal de las Fuerzas Armadas, pasando así a la reserva.


IV. Discusión en general y particular.


Atendida la circunstancia de que el proyecto en informe consta de un artículo único, la Comisión acordó efectuar en forma conjunta la discusión en general y en particular.


Durante ella, se hizo saber a la Comisión que los infractores, en su gran mayoría, son jóvenes que, por falta de información adecuada y oportuna, o por la lejanía de sus lugares de residencia, incumplen estas normas, sin que exista en ellos intenciones de excluirse de una obligación que cumple con una tradición nacional.


Se señaló, a mayor abundamiento, que el servicio militar es considerado por la mayoría de quienes lo han cumplido, como una fuente formativa y educacional que satisface en términos positivos las aspiraciones que se habían forjado.


Vuestra Comisión, después de interiorizarse de los fundamentos de la iniciativa, de las razones que tuvo el H. Senado para aprobarla y de las consideraciones de hecho y de derecho que deben tenerse en cuenta para su adecuada comprensión, anteriormente reseñadas, por la unanimidad de los señores Diputados presentes acordó aprobar en general el proyecto.


Expresaron, en apoyo de su decisión, que no son partidarios de mantener en el tiempo infracciones como las descritas. Prefieren, por el contrario, que exista un término de responsabilidades — en el caso particular en estudio, por la vía de la amnistía — como se ha hecho en otras oportunidades, inspirados en el espíritu de reconciliación y perdón social que anima al Jubileo convocado por la Iglesia Católica, el cual es compartido por creyentes y no creyentes.


Acto continuo, la Comisión procedió a votar en particular el proyecto, lo que también se hizo por la unanimidad de los señores Diputados presentes, quedando aprobado el proyecto, por no haber sido objeto de indicaciones, en los mismos términos que lo hiciera el H. Senado.








V. Menciones reglamentarias.


Se hace constar, para los efectos previstos en el artículo 289 del Reglamento:


1) Que en atención a lo prevenido en el párrafo segundo del número 16) del artículo 60 de la Constitución Política de la República de Chile, el proyecto requiere de quórum calificado para su aprobación.


2) Que no hay artículos que deban ser conocidos por la Comisión de Hacienda.


3) Que el proyecto fue aprobado en los mismos términos que lo hiciera el H. Senado.


4) Que el proyecto fue aprobado, tanto en general como en particular, por la unanimidad de los señores Diputados presentes.


VI. Texto del proyecto aprobado.


En mérito de las consideraciones anteriores, vuestra Comisión tiene a bien proponeros que prestéis aprobación al proyecto en los mismos términos que lo hiciera el H. Senado, cuyo texto es el siguiente:


Proyecto de ley:


"Artículo único.- Concédese amnistía en favor de las personas que al 31 de julio de 2.000 hayan cometido infracción a los artículos 70 a 75 y 79 del decreto ley N02.306, de 1978, beneficio que deberá hacerse valer en el Cantón de Reclutamiento correspondiente al domicilio del infractor.


Los infractores del referido decreto ley que se encuentren acuartelados cumpliendo sentencias condenatorias y que hubieren cumplido el tiempo de convocatoria sin el recargo legal, deberán ser licenciados una vez concedida la amnistía. Los que no hubieren completado su tiempo de convocatoria, podrán continuar en servicio hasta completar dicho tiempo o ser licenciados, de acuerdo a las necesidades de personal de las Fuerzas Armadas.".


VII. Diputado informante.


Se designó Diputado Informante  al señor KRAUSS RUSQUE, don Enrique.


SALA DE LA COMISIÓN,  a 28 de noviembre de 2000.











	Tratado y aprobado, conforme se consigna en el acta de la sesión de igual fecha, con asistencia de los Diputados y Diputadas Laura Soto González (Presidenta), Juan Antonio Coloma Correa,  Sergio Elgueta Barrientos, María Pía Guzmán Mena y Enrique Krauss Rusque.








Adrián Álvarez Álvarez,


Secretario de la Comisión.


� Sobre las multas en sueldos vitales, debe tenerse en consideración que de acuerdo con el artículo 8° de la ley N° 18.018, de 14 de agosto de 1981, ellas se han reducido a la cantidad numérica que representen a esa fecha, cantidad que en seguida se expresará en ingresos mínimos reajustables o porcentajes de ellos, según corresponda, conversión que será fijada por decreto del Ministerio de Justicia respecto de las cuantías, penas o sanciones administrativas expresadas por las leyes en sueldos vitales o porcentajes de ellos. El referido decreto lleva el número 51 y es de fecha 13 de febrero de 1982. Aparece transcrito como notas en los primeros artículos del Código Orgánico de Tribunales, en donde puede consultarse.


� Ley N° 19.696, de 12 de octubre de 2000.
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